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Acta No. 216 del 11 de mayo de 2016

Expediente 66001-31-03-003-2009-00285-01
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación que interpuso la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. y al que adhirieron el señor Darío Echeverry Monsalve y las Sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda., frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de febrero de 2014, en el proceso ordinario promovido por la Corporación Club Campestre Internacional de Pereira contra los dos primeros y demás personas indeterminadas, al que fueron llamadas a integrar la parte pasiva de la litis las demás impugnantes y en el que hubo demandas de reconvención.

ANTECEDENTES  
1.- El representante legal del Club Campestre Internacional (en adelante el Club), promovió demanda contra el señor Darío Echeverry Monsalve y la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda., tendiente a obtener se declare que adquirió por prescripción extraordinaria el dominio del inmueble “ubicado en el kilómetro 11, vía Comfamiliar Galicia, La Morenita lote dos (2)”, descrito en el hecho primero de la de la demanda, “con ocasión de la prescripción adquisitiva de dominio ejercida por más de 20 años por parte del demandante”; se ordene la cancelación  del registro de la propiedad que figura a nombre de los citados demandados y se les condene a pagar las costas del proceso.

2.- Como fundamento de las anteriores pretensiones, se relataron los hechos que admiten el siguiente resumen: 

2.1. El bien objeto del litigio, que se describe por sus linderos, se encuentra ubicado en la dirección atrás anotada y se identifica con el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-89076.

2.2. El Club demandante, por medio de sus representantes legales y de sus asociados, se encuentra habitando el referido inmueble, como poseedor, desde el año 1988, época desde la cual ejerce actos de señor y dueño, “determinado” por las escrituras públicas 5068 del 7 de octubre de 1992, otorgada en la Notaría Séptima de Bogotá que estableció los linderos “y escritura No. 6064 de la Notaría 2ª de Cali. Escritura Nº 2857 de mayo de 1994”.
2.3. En el predio objeto de la acción, el Club ha plantado productos de pan coger y realizado construcciones, todos los cuales describe; canceló el impuesto predial desde 1988 hasta 2002 con las cuotas mensuales aportadas por los socios; en todas las escrituras públicas “que aparecen con las constructoras siempre  el terreno ubicado y descrito en el hecho uno siempre se tuvo en cuenta que su destinación seria para el club campestre internacional de Pereira”, de acuerdo con los derechos de los socios fundadores y quienes llegaran con posterioridad.

2.4 Desde el 16 de noviembre de 1995, por escritura pública No. 6049, otorgada en la Notaría Segunda de Cali, la Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda., vendieron al señor Darío Echeverry Monsalve el predio de que se trata, en un porcentaje del 75.6%; los vendedores reservaron el 24.4% a la sociedad Logar Ltda., esta no ha renovado su registro mercantil desde hace varios años, “por tanto todo el 100% debe ser adjudicado” al demandante que ha ejercido su posesión en forma libre, pacífica e ininterrumpida, sin clandestinidad, durante más de veinte años.
3º ACTUACIÓN PROCESAL

3.1 Por auto del 15 de septiembre de 2009 se admitió la demanda, se ordenó inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente al inmueble objeto de la acción y vincular al Procurador Agrario.
3.2 Producido el emplazamiento de las personas indeterminadas que se creyeran con derecho sobre ese bien, se les nombró una curadora ad-litem para que los representara. La auxiliar de la justicia designada dio respuesta al libelo; se opuso a las pretensiones  hasta tanto se prueben los fundamentos de hecho y de derecho en que se fundamentan y como excepción de fondo propuso la que denominó inexistencia de posesión real y material a favor de los accionantes.
3.3 Los demandados respondieron la demanda en forma similar, aunque con distinto apoderado. Aceptaron parcialmente los hechos de la demanda; se opusieron a las pretensiones porque el actor no cumple con el requisito temporal para adquirir por prescripción extraordinaria y carece de justo título y buena fe para hacerlo por la ordinaria. Como excepciones de mérito propusieron la que denominaron no reunir los requisitos para la prescripción alegada
3.4 La Sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. propuso excepciones previas; prosperó la de no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios y en consecuencia, se ordenó integrar el contradictorio con las sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda., propietarias inscritas del inmueble objeto de pertenencia.

3.5 Ambas sociedades, por medio de apoderado común, dieron respuesta al libelo en los mismos términos que las demandadas iniciales; también se opusieron a las pretensiones y formularon la misma excepción de fondo.

4º DEMANDAS DE MUTUA PETICIÓN 
4.1 En forma independiente, pero en idénticos términos, los demandados formularon demandas de reconvención para que mediante los trámites de un  proceso ordinario agrario de mayor cuantía, se declare que pertenece a la comunidad de que hacen parte, el dominio pleno y absoluto del inmueble pretendido en usucapión, con todas sus construcciones y anexidades y se ordene al demandante, en calidad de poseedor vencido, restituirlo, junto con los frutos civiles que ha producido desde el 18 de septiembre de 1998.

4.2 Como fundamento de esas pretensiones expusieron en cada uno de sus escritos los hechos que a continuación se sintetizan:
4.2.1 Son comuneros respecto del dominio del inmueble ya referido, que describen por sus principales características, aclarando que en realidad mide 8 hectáreas 5.932,74 metros cuadrados, de acuerdo con las enajenaciones que de él se han hecho, por medio de las escrituras públicas que mencionan.
4.2.2 Las sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda., vendieron al señor Darío Echeverri Monsalve el 75.6% del dominio y la posesión que tenían sobre el inmueble objeto del proceso, tal como consta en la escritura pública No.  6.046 del 16 de noviembre de 1995, otorgada en la Notaría Segunda de Cali, inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-89076 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

 4.2.3 El Club Campestre Internacional de Pereira alega ser poseedor de ese inmueble desde el año 1988, lo que no se ajusta a la realidad, pues tal derecho lo ejerce desde el 18 de septiembre de 1998 y por tanto se encuentra en incapacidad de adquirir por prescripción extraordinaria, siendo suficiente con decir que la existencia de la demandante en usucapión, para la fecha en que presentó la demanda, no abarcaba veinte años.
4.2.4 Para todos los efectos legales, debe considerársele como poseedor de mala fe y los frutos deberá restituirlos desde la última fecha indicada.

4.3 Admitidas las demandas de reconvención, se pronunció el Procurador Agrario, quien después de referirse a los requisitos para que proceda la acción de pertenencia, citar algunas normas que regulan la materia y jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, solicitó pruebas. El demandado en acción de mutua petición guardó silencio.
5º.- TRÁMITE POSTERIOR 
5.1 Vencido en silencio el término de traslado concedido al actor principal  para que se pronunciara sobre las excepciones propuestas, se realizó la audiencia prevista por el artículo 43 del Decreto 2303 de 1989, dentro de la cual no fue posible intentar la conciliación ante la ausencia del demandado Darío Echeverri Monsalve. En ese acto se escucharon los interrogatorios de las partes que concurrieron.

5.2 Luego se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas y posteriormente se dio traslado a las partes para alegar, término que todas aprovecharon.
6º SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Se profirió el 14 de febrero de 2014. En ella, la señora Jueza Tercera Civil del Circuito de Pereira negó las pretensiones de la demanda de pertenencia y las de la acción reivindicatoria; ordenó levantar la inscripción de la demanda y condenó en costas al Club Campestre Internacional de Pereira.

Para decidir así y en relación con declaraciones solicitadas en la demanda principal, enlistó los requisitos para adquirir por prescripción extraordinaria de los que encontró ausente la posesión ejercida por el Club demandante durante veinte años, toda vez que obtuvo su personería jurídica el 5 de abril de 1990, otorgada por la Secretaría de Gobierno, “siendo matriculado el 18 de junio de 1997”; su existencia comenzó en la fecha atrás indicada y por ende, solo desde entonces “podría deprecarse la prescripción adquisitiva de dominio, ya que ni alega suma de posesiones anteriores a la misma”. Concluye que los veinte años para adquirir por ese medio se cumplirían el 4 de abril de 2010 y la demanda se presentó el 24 de agosto de 2009.
Respecto de la acción reivindicatoria también señaló los elementos que la estructuran, los que encontró satisfechos; sin embargo, dijo, es además requisito que el título de propiedad del actor sea anterior a la posesión del demandado y que en este caso, el que esgrimieron Darío Echeverry Monsalve y la Sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. “corresponde a la escritura pública No. 2857 del 4 de mayo de 1994”, que es posterior a la posesión del demandante.
7º RECURSO DE APELACIÓN

7.1 Inconforme con el fallo lo impugnó la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. Explicó, de acuerdo con las enajenaciones que se han hecho del predio en conflicto, que es propietaria del 24.76%; también que la sociedad Impacto, anterior propietaria del bien, emprendió la aventura de construir un club internacional para la ciudad de Pereira y se inicia la preventa en el año de 1993; ante la necesidad de socios capitalistas, la referida sociedad vendió el lote a las sociedades Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda. mediante escritura pública No. 2857 del 20 de mayo de 1994, otorgada en la Notaría Segunda de Cali; luego, con el fin de inyectarle más capital, mediante escritura pública No. 3178 del 24 de junio de 1994, hipotecaron el predio al Banco Cafetero.
Dice que así empezaron a efectuar todas las remodelaciones como la casa de  la finca, hoy convertida en fonda; se construyeron las canchas, zonas húmedas y se hicieron las demás adecuaciones para el buen uso y disfrute del club; se empezó a llevar a cabo la venta y reventa como lo demuestran las pruebas que menciona; mientras se hacían las construcciones, se permitió a los socios utilizar las instalaciones con los servicios que se prestaban para el momento, no como propietarios, sino como usufructuarios de unos derechos que adquirían los compradores de las acciones y que se estipulaban en cada acción; en el inmueble se efectuó una gran inversión, “la cual aún persiste”, pero por problemas entre los socios, no se volvieron a realizar nuevas; los propietarios  del inmueble no han vendido ni cedido la propiedad o posesión a los socios del club, lo único que les se vendió fue el uso de los predios, pero no se les entregó la posesión; solo la tenencia.

Aduce que los socios de la Promotora y Constructora del Risaralda y de Quinterval Ltda. iniciaron obras en el inmueble, pero no fue en esa época en la que los socios del Club empezaron a disfrutar de los beneficios que les daba la acción que se les vendía; estos debían cancelar una cuota de administración, hecho que han tergiversado, pues  una cosa es el club como establecimiento para el sano esparcimiento de la familia y otra las sociedades constructoras que venían desarrollando el proyecto, el que no ha sido entregado porque  no se llegó “al punto equilibrio económico del proyecto.”
Al adquirir los socios las acciones, dice, ya existían las construcciones que se fueron deteriorando por el paso del tiempo y era su obligación mantenerlas con las cuotas recaudadas; estaban autorizadas para usar el club por veinte años, fecha que aún no se ha cumplido y por tanto, tampoco han solicitado su devolución.
Alega que de la acción se instauró antes de tiempo; los socios empezaron a utilizar las instalaciones del club, pero no se les entregó la posesión del club. Se refiere a las declaraciones de algunos testigos para concluir que en el año 1996 todavía se estaba desarrollando el proyecto del club, el que aún no termina y se pregunta en qué fecha empezó la posesión.
Indica que el Club tiene una fecha de constitución anterior  a la iniciación de la construcción del inmueble que a futuro podrían ser sus instalaciones, sin que al respecto existiera seguridad; cuando se constituyó no tenía sede social y por eso se ha confundido esa fecha con la de posesión del inmueble que aún no existía en el patrimonio de las sociedades constructoras; una es la fecha de constitución de ese Club y otra aquella en que los demandados compraron los inmuebles y empezaron la venta y preventa de las instalaciones que a futuro iban a ser utilizadas por los socios, lo que no ocurrió antes del año 1993.

Por último dice que es propietaria del inmueble junto con el señor Darío Echeverry Monsalve; a los demandantes (sic) no se les ha entregado la posesión, pues al comprar cada socio su acción se les decía con claridad qué adquirían. 

Solicita se acceda a la demanda de reconvención.

2.- Oportunamente adhirieron al recurso el señor Darío Echeverri Monsalve y las sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda. El apoderado que los representa expresó que no se discute la posesión que ejerce la demandante, sino la fecha en que comenzó, que fue el 18 de septiembre de 1998, la que no controvirtió la demandante en usucapión, que tampoco demostró la fecha en que dice comenzó a ejercerla y se refiere a lo que al respecto expresaron algunos de los testigos escuchados, de todo lo cual concluye, ese derecho lo tiene el Club muchos años después de la fecha en que se adquirió el inmueble por la sociedad Asesorías Impacto Ltda. Cita jurisprudencia relacionada con la anterioridad del título del reivindicante. Solicita se revoque el fallo en cuanto negó la acción de dominio.

3.- Intervino la apoderada de la parte demandante para solicitar se confirme el fallo de primer grado porque se demostró que los predios cuestionados nunca han sido poseídos por los reivind¡cantes y por ende, sus títulos son posteriores al ejercicio de la posesión material “que se inició en el inmueble identificado en la demanda como se advirtió en la sentencia acusada”

Aduce que el poseedor material puede hacerlo a nombre ajeno y en caso concreto está demostrado que los primeros socios del club empezaron a hacerlo a nombre de la sociedad demandante, por lo tanto “el tiempo alegado en la demanda como el preciso para adquirir por prescripción es procedente” porque los reivindicantes nunca han ejercido ese derecho, ni presentaron títulos anteriores a la posesión del demandado en reconvención, "no contrarrestados por otros que demostraran igual o mejor derecho del poseedor amparado por la prescripción”
Agrega que los demandados reconocen la posesión ejercida por el Club desde el 5 de abril de 1990, fecha en la que solicitó la personería jurídica, concedida por la Gobernación de Risaralda mediante Resolución No. 0556 de esa misma fecha.

Y explica que a finales de 1988, los señores Hugo Perilla y Jaime Grisales iniciaron el proyecto Club Campestre Internacional de Pereira, para diversión, disfrute y placer de las familias de la ciudad, allí construirían piscinas, canchas de fútbol, tenis, raque-bol y voleibol, zona húmeda con sauna y turco, apartamentos etc., para lo cual tenían que constituir una corporación sin ánimo de lucro, la que denominaron Club Campestre Internacional, con 1500 acciones que inicialmente vendieron por $2.250.000 cada una, con la obligación de pagar  unas cuota de sostenimiento mensual, dinero que utilizaban para el mantenimiento del Club, pago de nómina, daños, predial y valorización, servicios de agua, luz y teléfono; la venta de acciones se hizo por medio de comercializadoras como Prointer-Ejecutivos y Corporación Internacional de Clubes Campestres Ltda.; en febrero de 1990 con Promotora de Occidente y por último, para el año de 1994 o 1995, con  Promotora y Constructora de Risaralda; esas comercializadoras vendían las acciones de contado o a crédito y canceladas, hacían un contrato de  compra, los dineros entraban a la comercializadora y esta los utilizaba para las construcciones del Club Campestre Internacional de Pereira.
Relata que a finales de 1988 y comienzos de 1989 se materializó dicho proyecto con los permisos ante la Secretaría de Planeación Municipal, encargada para entonces de expedir la licencia de construcción, controlar y supervisar, a partir de entonces comenzó de hecho el Club Campestre Internacional y se solicitan permisos de construcción y de urbanismo, de acuerdo con los testimonios que menciona, los que expresaron que las instalaciones ya estaban construidas para los años de 1989 y 1990, hecho que acreditan además los documentos que menciona.
Relaciona una lista de personas que compraron acciones del Club en 1989 y que la No. 8, a nombre de Alberto Brito Zuleta, fue vendida por Prointerejecutivos Ltda. en la que se expresó que la personería jurídica de aquel era la No. 1968, del 12 de junio de 1980, “proferida” por el Ministerio de Justicia, “haciendo investigación y documentos aportados por la Sra. ISABEL CRISTINA PINEDA BUENO”, se concluyó que las acciones se vendían con tal personería jurídica desde 1989, “no como lo quiere hacer ver el apelante, si se muestra un predio con un proyecto ya materializado significa que es del CLUB CAMPESTRE INTERNACIONAL la sola razón natural lo enseña”.

Afirma que sin existir jurídicamente el Club, aunque sí de hecho, el 5 de abril de 1990, el señor Hugo Perilla Beltrán, en su calidad de presidente, solicitó la personería jurídica y fue concedida por la Secretaría de Gobierno Departamental mediante resolución No. 0556 del 5 de abril de 1990, registrada en la Cámara de Comercio el 18 de junio de 1997.

Por último expresó que el Club detenta la posesión del bien desde mucho antes de que los demandantes en reconvención inscribieran sus títulos en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, sin que hayan ejercido aquel derecho y transcribe jurisprudencia que considera aplicable al caso.  
CONSIDERACIONES 

1º Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se vislumbra causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado, razón por la cual la sentencia será de fondo.

2º De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, su competencia funcional para desatar el recurso queda circunscrita a analizar lo que les causó inconformidad a los demandantes en reivindicación, porque frente a la decisión de negar las pretensiones elevadas en la demanda principal, el Club no interpuso recurso y en consecuencia, se considera que quedó conforme con tal decisión. 
3º Tal como se plasmó en los antecedentes de esta providencia, los señores Darío Echeverri y las sociedades Promotora y Constructora Logar Ltda., Quinterval Ltda. y Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. formularon sendas demandas de reconvención en contra del Club Campestre Internacional para que mediante los trámites de un proceso ordinario agrario de mayor cuantía se declare que pertenece a la comunidad de que hacen parte, el dominio pleno y absoluto del inmueble pretendido en usucapión, con todas sus construcciones y anexidades y se ordene al demandante, en calidad de poseedor vencido, restituirlo, junto con los frutos civiles que ha producido desde el 18 de septiembre de 1998.

La acción de dominio, según las voces del artículo 946 del Código Civil, es la que tiene el dueño de una cosa singular, de la que no está en posesión, para que el poseedor de ella sea condenado a restituírsela. 

Es asunto ya definido que son cuatro los elementos que configuran esa clase de acción y que deben concurrir necesariamente, pues la ausencia de cualquiera de ellos implica el fracaso de la acción. Ellos son:

a. Derecho de dominio en el demandante.

b. Posesión en el demandado.

c. Singularidad.

d. Identidad de la cosa pretendida por el demandante y la poseída por el demandado.

a.- DERECHO DE DOMINIO EN EL DEMANDANTE

De acuerdo con el certificado de tradición correspondiente al inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-89076 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira
, son propietarios inscritos de ese inmueble  todos los demandantes en reivindicación, excepto la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda.

Las sociedades Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda. adquirieron sus derechos por compra a la sociedad Asesorías Impacto Ltda., por escritura pública No. 2.857 del 4 de mayo de 1994, otorgada en la Notaría Segunda del Circulo de Cali
; estas a su vez vendieron un derecho, equivalente al 75.6%, al señor Darío Echeverri Monsalve por escritura pública No. 6046 del 16 de noviembre de 1995, otorgada en la misma Notaria
. 
En ese último instrumento se indicó: “Aclaran los comparecientes que las sociedades vendedoras se reservan el 24.4% de los derechos de cuota, sobre el bien inmueble descrito anteriormente, los cuales seguira (sic) perteneciendo a la sociedad LOGAR LTDA, la cual es accionista, (sic) de la sociedad PROMOTORA Y CONSTRUCTORA DEL RISARALDA LTDA.”.

En tal manifestación encuentra la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. su legitimación en la causa para intervenir en este proceso, como propietaria de un porcentaje sobre el inmueble en controversia.
El artículo 669 del Código Civil define el dominio, también llamado propiedad, como el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente no siendo contra la ley o contra derecho ajeno; el 673 dice que uno de los modos de adquirir el dominio es la tradición; esta, de acuerdo con el 740, consiste en la entrega que el dueño de ellas hace a otro, habiendo por una parte la facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo y el 749 de la obra citada  dice: “Si la ley exige solemnidades especiales para la enajenación, no se transfiere el dominio sin ellas”.
En este caso, con la manifestación que hicieron las sociedades vendedoras en la escritura pública No. 6046 del 16 de noviembre de 1995, no operó la tradición a favor de la Promotora y Constructora Logar Ltda., porque las primeras solo mencionaron que el porcentaje del bien que se reservaban para sí, seguiría perteneciendo a la última, pero esta no intervino en el acto y por ende, no reveló su intención de adquirirlo y tampoco aparece inscrita como propietaria en el certificado de tradición respectivo. 
Tampoco puede considerarse que se estipuló a favor de un tercero, en los términos del artículo 1506 del Código Civil, porque las sociedades vendedoras no se obligaron a transferirle el dominio a la sociedad Promotora y Constructora  Logar Ltda.; dijeron reservarse el derecho de dominio sobre un porcentaje del bien, para que a aquella siguiera perteneciendo como accionista de la sociedad Promotora y Constructora de Risaralda Ltda., pero que sea socia de esta, junto con Quinterval Ltda.
, tampoco la hace titular del derecho de dominio porque de acuerdo con el inciso final del artículo 98 del Código Civil, la sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica de los socios individualmente consideradas.

De otro lado, el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil consagra el principio de la libre apreciación de las pruebas de acuerdo con las reglas de la sana crítica, “sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos” y el 756 enseña que se efectuara la tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos.
En consecuencia, cuando, como en este caso, la controversia gira en torno a la titularidad del derecho de dominio de un bien inmueble, es menester aportar el título del que surge tal derecho y su inscripción en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, sin que puedan suplirse esas solemnidades con otros medios probatorios.

En conclusión, como no se acreditó de manera idónea que la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. sea propietaria del predio objeto de controversia, se declarará que carece de legitimación en la causa y a ello se procederá aunque asunto como ese haya sido ajeno a la alzada, con fundamento en providencia de la Corte Suprema de Justicia, que al efecto ha dicho:
“6. La equivocación del recurrente es evidente si se tiene en cuenta que, tal como aparece en la sentencia atacada, el juzgador en ningún momento afirmó que acogía la falta de legitimación en la causa por activa por haber sido propuesta como excepción por los demandados, pues, por el contrario, explicó y dejó sentado que lo hacía en ejercicio de las facultades oficiosas que le correspondían como juez, en virtud de las cuales primeramente tenía que analizar, así la parte habilitada para hacerlo guardara silencio al respecto, el tema relativo a la legitimación de ambos contendores, ya que de su configuración dependía que se allanara el camino para el pronunciamiento del fallo que decidiera la controversia planteada en uno u otro sentido.

La conclusión anterior está en armonía con lo que ha venido sostenido la jurisprudencia de la Sala en el sentido de que la legitimación en la causa, bien por activa o por pasiva, no es una excepción sino que es uno de los requisitos necesarios e imprescindibles para que se pueda dictar providencia de mérito, ora favorable al actor o bien desechando sus pedimentos, porque entendida esta “como la designación legal de los sujetos del proceso para disputar el derecho debatido ante la jurisdicción, constituye uno de los presupuestos requeridos para dictar sentencia de fondo, sea estimatoria o desestimatoria. Y en caso de no advertirla el juez en la parte activa, en la pasiva o en ambas, deviene ineluctablemente, sin necesidad de mediar ningún otro análisis, la expedición         de un fallo absolutorio; de allí que se imponga examinar de entrada la legitimación que le asiste a la parte demandante para formular la pretensión” (Sent. Cas. 051, Exp. 76519, abr. 23/2003).

Por lo tanto, es inconcuso que la sentencia no incurrió en el vicio de procedimiento de inconsonancia cuando, en ejercicio de su obligación de estudiar si la parte actora estaba o no legitimada para ejercer la acción resarcitoria de responsabilidad civil extracontractual, arribó a la conclusión de que no lo estaba y, en consecuencia, denegó los pedimentos de la demanda, ya que en este caso se limitó, como era su deber procesal, a efectuar el análisis sobre dicha figura jurídica. 

Si la legitimación en la causa no es una excepción de fondo, carece de lógica que el recurrente insista en que el sentenciador se excedió en sus facultades al estudiar y decidir una que no fue propuesta por el demandado, ya que lo que realmente aconteció fue que este se limitó a cumplir con el deber de estudiar el tema de entrada como lo exigen las normas procesales…”

Como respecto de las sociedades Promotora y Constructora del Risaralda y Quinterval Ltda. y del señor Darío Echeverri Monsalve se acreditó que son propietarios del inmueble cuya reivindicación reclaman, se analizarán si se encuentran reunidos, respecto de ellos, los demás presupuestos para el éxito de la pretensión.

b.- SINGULARIDAD

Los bienes cuya restitución persiguen los actores es una cosa corporal y singular, consistente en un inmueble que se identificó por su ubicación, nomenclatura, linderos y número de matrícula inmobiliaria. Así aparece descrito en las demandas de mutua petición. Se trata pues de cosa susceptible de acción reivindicatoria.

c.- POSESIÓN EN LA PARTE DEMANDADA E IDENTIDAD DE LA COSA PRETENDIDA POR EL DEMANDANTE Y LA POSEÍDA POR EL DEMANDADO

Está demostrada la posesión que sobre el predio ejerce el Club Campestre Internacional de Pereira y la singularidad del bien, con fundamento en jurisprudencia de Corte Suprema de Justicia que de vieja data ha dicho:
“si con ocasión de la acción reivindicatoria el demandado confiesa ser poseedor del bien perseguido por el demandante o alega la prescripción adquisitiva respecto de él, esa confesión apareja dos consecuencias probatorias: a) el demandante queda exonerado de demostrar la posesión y la identidad del bien, porque el primer elemento resulta confesado y el segundo admitido, b) el juzgador queda relevado de analizar otras probanzas tendientes a demostrar la posesión” (Cas. Civil Sent. 003 de 14 de marzo de 1997, reiterada en Sent. de 14 de diciembre de 2000 y sustitutiva de 12 de diciembre de 2001)....”

En el caso concreto, como el Club, con la demanda de pertenencia confesó ser poseedor del inmueble objeto de la acción de dominio, de acuerdo con la jurisprudencia citada, ese medio probatorio resulta válido para demostrar la configuración de los requisitos de que se trata.
4º En principio podría decirse entonces que se hallan satisfechos los requisitos para la prosperidad de la acción de dominio que antes se relataron. Sin embargo, existe una circunstancia que impide, temporalmente, acceder a las súplicas de la demanda.

En efecto, está acreditado en el proceso que el Club Campestre Internacional ocupa el inmueble objeto de la acción de dominio con fundamento en las ventas que de un proyecto para iniciarlo hizo la sociedad Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. a algunos de sus socios, empresa que a su vez se valió de otros intermediarios, con facultad para hacerlo, como lo acreditan las siguientes pruebas:

5.1 Los interrogatorios absueltos por las partes
. 
El Carlos Arturo Osorio Serna, representante legal del Club, dijo que desde el año 1995 el club ejerce actos de señor y dueño en el predio a que se refiere el proceso de pertenencia, cuando iniciaron su control total; antes de esa fecha era su poseedora la sociedad Promotora del Risaralda y en 1994 conoció al señor Alberto Valencia, pero no sabe cuál era el nombre de su compañía, solo se enteró “que eran unos socios de Cali que habían comprado un porcentaje del terreno o del Club a la Promotora de Risaralda y hasta 1995 los vi”. Luego dice que antes de 1995 eran 660 los socios del Club, también el señor Valencia de quien habló con anterioridad; que el señor Jaime Grisales se comportó como señor y dueño hasta 1990 porque desde entonces, quienes iban comprando las acciones continuaban pagando las cuotas de sostenimiento y adquirían  un área del terreno que se comprometió a escriturar la entidad con la que hicieron el negocio, Promotora y Constructora del Risaralda, siendo los socios quienes se encargaron  del sostenimiento del terreno y de las instalaciones. 

El señor Alberto Valencia Giraldo, representante de las sociedades Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda., afirmó que no regresó al predio en conflicto desde el año 1995, cuando vendió lo que estaba escriturado a nombre de “la empresa que represento, del club que era lo que teníamos nosotros…” Al preguntársele qué clase de negocios tuvieron las sociedades referidas con la Promotora y  Constructora Logar, dijo que cuando llegaron a comprar la parte del Club a Hugo Perilla, “nosotros Quinterval y Logar entramos a desarrollar el proyecto de empezar a mercadear  el Club para vender sus acciones y obras dentro del mismo club… y se invirtió en varias personas  para mercadeo, directores y ventas”; las sociedades que representa le vendieron a Darío Echeverry “y quedó Logar”; que los dueños anteriores, el Doctor Perilla y Logar tenían un proyecto estancado para desarrollar, en el que vieron futuro “para desarrollarlo en la región, en Pereira, y contratar unos expertos en mercadeo para llevar a cabo el desarrollo del club que estaba en un 40%”, invirtieron más de mil millones de pesos, realizaron construcciones y así se contrataron expertos en mercadeo para vender acciones a diferentes familias de la región, empezó muy bien hasta cuando ocurrió un terremoto en esta ciudad y esa fue la causa de abandonar el proyecto y venderlo, porque se pararon las ventas, los socios no volvieron a pagar “las mensualidades ni nada” y explicó que los accionistas adquirían todos los derechos de quien obtiene una acción como es la recreación y bienestar para su familia.

Están pues de acuerdo las partes que absolvieron esos interrogatorios en la existencia de un proyecto para desarrollar el Club Campestre Internacional de Pereira, con fundamento en el cual las personas que adquirían acciones, podían disfrutar de sus instalaciones en el predio objeto de la acción de dominio y en virtud del cual, ejerce la posesión.

5.2 Los testimonios escuchados a solicitud de los demandantes en reivindicación, que admiten el siguiente resumen
:

Carlos Efraín Porras Orjuela dijo que más o menos en el mes de mayo de 1994 se vinculó a la empresa Promotora y Constructora de Risaralda como gerente comercial; recibió el grupo de ventas, compuesto por veinte ejecutivas con el propósito de comercializar las acciones del Club Campestre Internacional, recibió la inducción y empezó trabajo de campo en junio del mismo año; su función era la organización, planeación, ejecución y control de las estrategias de venta; sus patrones era dos personas de Cali, de apellidos Quintero y Valencia, para entonces propietarios del Club; no fue fácil comercializarlas, el objetivo era vender 1.500 y lograron hacerlo respecto  de aproximadamente 100; le entregaron el material para la venta del proyecto; para entonces estaban  en proceso de construcción las áreas húmedas, las canchas de squash y raquetboll, arreglando la cafetería principal y modificando el salón principal; la piscina estuvo funcionando unos días, pero luego vio que la estaban arreglando; ya existía la portería; también cinco canchas de tenis que aparecen en las fotografías que aportó, lo mismo hizo respecto de lo que dice es una carpeta de venta
; hasta donde tuvo conocimiento y según le comentó el asesor de mercadeo, José Mejía, las inversiones eran hechas por dos socios de Cali, los que atrás mencionó por sus apellidos y quienes eran dueños del Club; el cargo lo desempeñó durante aproximadamente doce meses; su oficina estaba ubicada en una casita que había en la parte administrativa y al realizar su trabajo, ofrecía los servicios y el usufructo de las instalaciones del club; tal como se  lo recomendaron, informaba a los clientes que tan pronto se vendieran las 1.500 acciones, entregarían el club a los socios; para cuando comenzó su gestión, el Club era administrado por su gerente, una señora de apellido Bonilla, pero a él lo “direccionaba” el señor José Mejía que había sido contratado por los señores de Cali, estos hacían parte de la junta directiva y era a quienes veía manejando el club, daban las órdenes; considera que era su dueña la Sociedad Promotora y Constructora de Risaralda, para la cual él trabajaba, siendo los socios de esta, los señores de Cali.
Beatriz Eugenia Bonilla Drews dijo que empezó a trabajar como administradora en el Club Campestre Internacional en 1994, y lo hizo durante aproximadamente un año, con el Dr. Alberto, cuyo apellido no recuerda, y con Augusto Quintero, dueños “de la junta directiva”; se encargaba del manejo interno del club, de los socios, de coordinar fiestas, de la contabilidad; del recaudo de las cuotas de sostenimiento, del mantenimiento de las instalaciones y de las compras; cancelaba los sueldos  a las personas que allí trabajaban con las cuotas de administración y de allí también se pagaba el suyo y atendía el mantenimiento del club; cuando el dinero no alcanzaba, recurría al doctor Alberto, presidente de la junta directiva, quien se lo entregaba; mientras ejerció su labor, se terminó de construir el salón principal, se arreglaron las jardineras, se compró mantelería; los dineros salían de la empresa Promotora y Constructora de Risaralda y era además la que vendía las acciones del club; cuando se retiró, la misma promotora estaba construyendo una cancha de squash; se hizo mantenimiento a unas canchas de tenis que estaban en muy mal estado; los señores Alberto Valencia y Augusto Quintero iban permanente al Club, en la semana daban vuelta y asistían a las juntas directivas que se realizaban. Indicó que Alberto Valencia era su jefe y le encomendó “montar” la contabilidad, el sistema de computación, organizar y revisar los contratos laborales, empezar a cobrar las cuotas de administración, manual de funciones, hacer las compras y poner en funcionamiento el club. 

Álvaro Zuluaga Ramírez dijo que en 1994 fue contactado por el señor José Mejía, representante de Carlos Augusto Quintero y Alberto Valencia, inversionistas de la ciudad de Cali y quienes querían impulsar el proyecto del Club Campestre Internacional; fue designado director de construcciones de la Promotora Risaralda e iniciaron  el avance las obras dentro del club, la construcción del salón social, canchas de squash y radquetboll, adecuación de la zona húmeda, ampliación de los vestier (sic); su labor de construcción fue cancelada por la Promotora y Constructora Risaralda de propiedad de Alberto Valencia y Augusto Quintero; el señor Carlos Porras  hacía parte del equipo de ventas y los dineros que obtenía, ingresaban a la Promotora; permaneció durante dos años al frente de las construcciones de la Promotora y era obligatoria su presencia todos los días en el Club; los señores Alberto Valencia y Augusto Quintero eran sus propietarios y él asistía a las juntas en las que se le informaba si podía adelantar trabajos o retrasarlos, de acuerdo con los logros alcanzados por la gerencia de ventas.
José Guillermo Pérez Soto, fue socio del club con la acción XP100 la que vendió en 1997 o 1998, perteneció a la junta directiva y ante una crisis económica, asumió su gerencia por los años “94 y 95”, según cree. La junta directiva, para cuando hizo parte de ella, la conformaban siete personas, cuatro de ellos nombrados por la Promotora y tres en representación de los socios. Aquella tenía oficina en el lugar, se dedicaba a la venta de las acciones y manejaba el desarrollo del proyecto del Club; Jaime Grisales y Hugo Perilla fueron quienes iniciaron el proyecto, luego “le compró o aparecieron” Augusto Quintero y Alberto Valencia y el señor Darío Echeverri estuvo en la junta a la que él perteneció. La acción le fue vendida por un representante de la Promotora y se le advirtió que tenía derecho a usufructuar las instalaciones del club y podía comercializar la acción en el mercado; en una de las asambleas a las que asistió, los socios solicitaron las escrituras del Club, pero se les informó por parte de los socios de la Promotora que no se había cumplido el número de socios que decían los estatutos para firmarla. En una asamblea, dice, “los socios se tomaron y nombraron nueva junta de solo socios del Club excluyendo a los accionistas de la promotora”, de lo que deben existir documentos contables y lo puede ratificar la contadora, una señora de nombre Gabriela. Explicó que nunca recaudó dineros por la venta de acciones porque esa era función de la Promotora y que los dineros que ingresaron al Club durante su gerencia, fueron siempre por cuotas de sostenimiento; los dineros que aquella recaudaba, los destinó a las obras que había proyectado para la construcción del Club. Al preguntársele sobre el nombre de la Promotora a que se refiere dijo que se trataba de la que inició el proyecto, compró el lote y ejecutó las obras, de nombre Promotora de Occidente, según cree, de propiedad de los señores Grisales y Hugo Perilla y que tuvo oficinas en el lugar donde funciona el club.

Esos testimonios también demuestran que el Club Campestre Internacional de Pereira posee el inmueble objeto de la acción reivindicatoria con fundamento en los contratos sobre la venta de acciones que les ofrecieron a sus socios, entre otras personas, la Sociedad Constructora y Promotora del Risaralda Ltda. En efecto: a) Carlos Efraín Porras Orjuela ofreció tales acciones en su calidad de gerente comercial de la empresa Promotora y Constructora de Risaralda; aportó lo que denominó una “carpeta de venta” del proyecto Club Campestre Internacional, que le fue entregada para realizar su trabajo y en la que aparece como anunciante la referida sociedad
; b) Beatriz Eugenia Bonilla Drews, quien como administradora del Club durante un año por la época de 1994 a 1995, dijo que era esa la sociedad encargada de vender las acciones; c) Álvaro Zuluaga Ramírez, quien en que en 1994 fue designado director de construcciones de la misma sociedad para realizar obras en el predio de que se trata y se refiere a Alberto Valencia y Augusto Quintero como los propietarios del Club; d) José Guillermo Pérez Soto, fue socio del club hasta 1997 o 1998, dijo que era la Promotora la que se dedicaba a la venta de acciones y aunque aduce que según cree, su nombre era “Occidente”, más bien parece se trata de un error, pues dice que sus oficinas estaban ubicadas en el inmueble donde funcionaba el club,  que era la encargada del manejar el desarrollo del proyecto y como ha quedado visto, la mayoría de las personas que dio declaración expresaron que allí las tenía la Promotora y Constructora de Risaralda y e) la señora Isabel Cristina Pineda Bueno contó la forma cómo llegó a ser socia del Club y explicó cuáles eran los servicios que les prometían en el terreno objeto de este proceso.

A todos esos testimonios la Sala concede valor demostrativo en razón a que, por diferentes circunstancias, conocieron como encargada de comercializar las acciones del Club a la Promotora y Constructora del Risaralda Ltda., desde el año de 1994; también como inversionistas, a los señores Alberto Valencia y Augusto Quintero, quienes, de acuerdo con los certificados de la Cámara de Comercio que obran en el plenario, eran, en su orden, gerente y subgerente de las sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y de Quinterval Ltda.; también con el señor Jaime Grisales, socio de Promotora y Constructora Logar y esta, junto con la segunda, socias de la primera, creadas todas entre febrero y marzo de 1994
.

5.3 Y confirman el mismo hecho las versiones de las personas que declararon a instancias del Club, que a continuación se resumen
:

Jairo González Salazar, socio del Club con la acción No. 167 del 5 de abril de 1989, dijo que el contrato de venta lo hizo, en el año citado, con “Pro inter ejecutivos”; para entonces el Club ya estaba muy adelantado y empezaron (sic) a tomar posesión de la acción, como propietario del Club; posteriormente, el señor Hugo Perilla, en representación de Promotora y Constructora del Risaralda y la Corporación Clubes Campestres Ltda., no solamente a él, sino a otros socios, cambiaron el contrato “en representación” de la primera de tales sociedades, sin recordar la razón por la que tal hecho se produjo y que en 1992, los promitentes vendedores del Club hicieron una transferencia del bien a Quinterball (sic) Ltda. y Constructora Atenea. 

Jorge Enrique Suárez, socio del Club desde el 6 de mayo de 1991, con la acción No. XP625, dijo que esta se la ofrecieron en el año de 1989, pero no tenía recursos para adquirirla. En aquella época le prometieron ser propietario de 92.000 metros cuadrados y el disfrute de las instalaciones del Club; empezaron las peleas para que les hicieran la titulación, pero siempre recibieron evasivas y mentiras. Las acciones comenzaron a ser vendidas por las Corporaciones Internacionales del Club Campestre Ltda., la comercializadora Inter Ejecutivos, lo visitaban para que la adquiriera, lo invitaban al Club, le mostraban las instalaciones, le explicaban las proyecciones y así se animó a comprar; no han dejado  de asistir con sus familias, hacen fiestas y torneos para sostenerlo; ni el señor Darío Echeverry ni la Constructora Logar les han puesto problemas por poseer y de ello se ha dado cuenta porque ha hecho parte de la junta directiva y por ello, son ellos, los socios, los únicos amos y dueños del terreno y que con esfuerzos han sacado adelante el Club; el señor Hugo Perilla construyó con dineros de los socios “porque así se construyen los clubes”, a medida que se venden las acciones, se va construyendo; el citado señor era el propietario de la Corporación Internacionales  de Clubes Campestres Ltda. y vendía acciones a su nombre; los vendedores eran quienes mostraban las instalaciones y permanecieron allá junto con los “Interejecutivos (sic) luego de que yo compre (sic), salieron y consiguieron oficina en el centro” y desconoce hasta cuando vendieron acciones; ha leído documentos y la  Promotora y Constructora de Risaralda apareció en 1994 y por ende, no construyó el Club; aduce que este existe desde 1989 y lo que le han contado los socios, era que para entonces, en las asambleas, se protestaba y exigía que legalizaran el Club en la Gobernación, lo que se produjo en 1990 o 1991, por presión de los socios.

Jairo Valencia Marulanda, titular de la acción 448 de 1993, dijo que llegó al Club por invitación desde 1989, “después en el 1990, 1991 y 1992” porque se hacían desfiles y se practicaba natación y tenis; su acción la adquirió por $4.000.000, al mes o dos hubo una asamblea y la gente exigía los vendedores, recuerda mucho a Hugo Perilla, que les titularan a nombre del Club Campestre Internacional; en las asambleas se repetía el mismo tema; se comentaba que necesitaban vender  1.000 acciones; al año o año y medio la gente se enojó porque les estaban pidiendo unas cuotas extraordinarias y ya se habían pagado otras para pagar unos impuestos de años anteriores; en esa época empezaron a luchar porque los derechos del Club quedaran a nombre del Club Campestre Internacional; las acciones eran vendidas por Clubes Campestres,  que era del señor Perilla, “pro ejecutivo” y “cromavisión que era un señor muy famoso, Jaime Grisales, que tenía un canal uno  en la televisión” y vendían  con la licencia o personería de “nosotros del Club Campestre Internacional”; en el Club se comentaba sobre la discusiones, pues les prometieron muchas cosas, apartamentos para los socios y les incumplieron; los engañaron porque les dijeron que el club medía 92.000 metros cuadrados y después resultados (sic) que quedaban con 30.000 “y ellos se quedaban con el resto, ya no hacían apartamento”, llegaron una cantidad de sociedades y no sabían quién era el dueño del Club.

Rogelio de Jesús Betancourt Gómez, socio del Club con acción 063 de 1990; compró en mayo de ese año; la persona que le vendió la acción le dijo que el dueño era un señor Hugo Perilla, quien estaba promoviendo una sociedad en la que los socios iban a quedar propietarios de una porción; ahora quieren “tener la certificación de que eso es nuestro”.

Arcesio Ibata Ceballos titular de la acción 016 del Club desde 1990, la que adquirió a nivel de empresa en el mes de mayo del año citado, dijo que desde el año anterior a ese, le veían haciendo mercadeo; les prometieron zonas deportivas, recreativas, zona social, húmeda y pasiva, pero no cumplieron de acuerdo con la publicidad que le fue entregada y que anexó al acto
 a nombre del gerente comercial Edgar A. Salinas y las personas que la hacían, cuyos nombres no recuerda, no volvieron a aparecer.

Roberto Elías Franco Echeverri, titular de la acción 017 de 1990, dijo que conoce el Club desde 1989 cuando empezaron a ofrecerle la acción; la compró “Procoser Ltda siendo nosotros socios”, el Club comenzó a rodar perfectamente y con el paso del tiempo se vieron problemas “y nos tocó a nosotros como socios con la administración y cuotas extraordinarias” hacerse cargo de su rodaje. 
Isabel Cristina Pineda Bueno, administradora del Club Campestre Internacional y socia fundadora con la acción XP042, comprada a principios del año 1990, rindió declaración en el curso de la inspección judicial. Dijo que después de tomarse el trabajo de realizar minuciosamente las carpetas de los socios, encontró que algunas fueron adquiridas en 1989; el señor Hugo Perilla, quien inicialmente les ofreció el proyecto, comercializó las acciones por medio de la firma Prointerejecutivos Ltda. Afirmó que en muchas carpetas ha encontrado correspondencia de la Corporación Internacional de Clubes Campestres Ltda., en la que se da la bienvenida a los socios y que en 1990 se canceló el impuesto predial correspondiente a la matrícula inmobiliaria del Club porque les iban a hacer la escritura a los socios, pero la misma se hizo a nombre de Asesorías Impacto. La firma Promotora y Constructora de Risaralda, en el año 1993, tenía sus oficinas en el mismo lugar y allí estuvieron por un tiempo, sin recordar cuánto. Afirmó que el señor Hugo Perilla, en asocio de Jaime Grisales, fueron los iniciadores del proyecto, pero pasado un tiempo vendieron sus acciones a la firma Quinterval y al señor Darío Echeverri. Agregó que cuando les ofrecieron las acciones les prometieron canchas para distintos deportes, juegos infantiles, zona húmeda, turcos, saunas y así se fueron animando e invitando a sus amigos para que adquirieran acciones
.

Esos testimonios, que provienen todos de socios del Club, dentro de los cuales no se incluyó el de su representante legal, Carlos Arturo Osorio Serna, quien como ya se dijo rindió declaración de parte, en principio podrían calificarse de sospechosos en cuanto provienen de personas que tienen interés en los resultados del proceso. Sin embargo, en este caso y en relación con el hecho de que se trata, no justifica calificarlos así en razón a que coinciden con lo que expusieron los demás testigos que no ostentan esa calidad y con lo que expresaron las partes en los interrogatorios absueltos.

De esos testimonios y del que rindió el señor José Guillermo Pérez Soto, se deduce lo que acaeció antes del año 1994, cuando la Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. asumió la comercialización de las acciones: fueron los señores Jaime Grisales y Hugo Perilla quienes iniciaron el proyecto del Club. Este último, de acuerdo con los certificados de la Cámara de Comercio que se aportaron en el curso de la inspección judicial
, fue socio y gerente de la Corporación Internacional de Clubes Campestres Ltda., con domicilio en Bogotá y socio de la Promotora de Occidente Ltda., hoy en liquidación. Las dos tenían como objeto la promoción y desarrollo de clubes recreacionales y de turismo y la última, en especial, la promoción del Club Campestre Internacional, y el señor Jaime Grisales   era el Gerente Liquidador de la última. 

Con lo anterior se quiere significar que todas las personas nombradas por los testigos de que se trata, y también por algunos otros, en realidad participaron en la comercialización de las acciones del Club y sustentan la tesis de la Sala en el sentido de que este ejerce la posesión del inmueble en controversia con fundamento en un negocio jurídico celebrado con entidades encargadas de la Promoción de Clubes Sociales. 

En consecuencia, puede decirse, reafirman la posesión que ejerce el Club en el inmueble de que se trata, cuyo origen se encuentra en un negocio jurídico, la comercialización de acciones, inicialmente por parte de varias personas y entidades, como los señores Hugo Perilla y Jaime Grisales, la Corporación Internacional de Clubes Campestres Ltda. y Prointer Ejecutivos Ltda.; luego por la Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda. 
5.4 El hecho de que se trata, se acredita además con lo que se plasmó en la escritura pública No. 2857 del 4 de mayo de 1994, otorgada en la Notaría Segunda de Cali, por medio de la cual la sociedad Asesorías Impacto Ltda. vendió el predio en discordia a las sociedades Promotora y Constructora de Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda.
: “COMPROMISO DEL COMPRADOR: Como la sociedad PROMOTORA Y CONSTRUCTORA DEL RISARALDA LTDA. es quien en la actualidad esta (sic) construyendo y comercializando  el proyecto CLUB CAMPESTRE INTERNACIONAL DE PEREIRA, en el terreno que por medio de este instrumento compra dicha sociedad y en la extensión indicada, se compromete en su calidad de Gerente a hacer entrega del terreno en donde se desarrolla este proyecto, con todas sus mejoras y anexidades a los socios del “CLUB CAMPESTRE INTERNACIONAL DE PEREIRA” dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha en que esté concluido en su totalidad el proyecto en mención y se encuentren vendidas y canceladas a la PROMOTORA Y CONSTRUCTORA DEL RISARALDA LTDA., todas y cada una de las acciones que figuran  en los estatutos del mismo club. Es de aclarar que la entrega se protocolizará mediante escritura pública.” 

En tal documento se hizo constar entonces la existencia de una obligación a cargo de la Promotora y Constructora Risaralda: la de entregar al Club el inmueble a que tal instrumento se refiere, una vez concluido el proyecto y se hayan pagado el valor de las acciones.

6.- El análisis en conjunto de tales pruebas evidencia, como ya se había anunciado, que el Club Campestre Internacional de Pereira ejerce la posesión sobre el inmueble tantas veces mencionado, en virtud de los negocios sobre la comercialización de acciones que celebraron sus socios con la sociedad Promotora y Constructora de Risaralda desde el año 1994, de la que valga decirlo, son socios Quinterval Ltda. y Promotora y Constructora Logar Ltda.; de la primera es socio Augusto Quintero y de la segunda Jaime Grisales, personas estas a quienes hicieron mención algunos de los testigos como inversionistas iniciales del proyecto Club Campestre Internacional.
De tal conclusión puede deducirse que el Club ha poseído el inmueble objeto de reivindicación con la autorización de uno de sus propietarios, la sociedad Promotora y Constructora de Risaralda, que se comprometió, por medio de su gerente, a entregar el terreno donde se desarrolla el proyecto, por escritura pública,  una vez vendidas todas las acciones. 

Tal hecho era conocido por su copropietaria, la Sociedad Quinterval Ltda., también demandada, pues suscribió con ella la escritura pública por medio de la cual adquirió ese compromiso y es además su socia. El señor Darío Echeverry, el otro propietario y también accionado, deriva sus derechos de aquellas sociedades. 

En consecuencia, como la posesión ejercida por el Club demandado, sobre el inmueble de propiedad de los demandantes, tiene origen en un negocio jurídico, concretamente sobre comercialización de acciones,   mientras este se encuentre vigente, no se abre paso la acción reivindicatoria, toda vez que si el reivindicante se desprende voluntariamente de la posesión material del bien, para recuperarla, debe obtener se suprima el obstáculo que impide su ejercicio, en este caso, el negocio jurídico por medio del cual se despojó de tal derecho. Así lo ha explicado la Corte Suprema de Justicia:
“La reivindicatoria es acción real distinta a las acciones restitutorias surgidas de las relaciones jurídicas contractuales, tanto por su fuente cuanto por los sujetos legitimados y finalidad; aquélla surge del derecho real, lo protege, se reserva a su titular y dirige a obtener frente a cualquier poseedor la restitución de la posesión sobre la cosa, y las últimas, por lo general están circunscritas a los sujetos del acto dispositivo, negocio jurídico o contrato del cual emanan y procuran solucionar las situaciones gestadas por su inteligencia entre las partes.

En particular, la restitución de la cosa podrá obtenerse como consecuencia directa e inmediata de la reivindicación o, en virtud del ejercicio de una acción contractual.

 
Más exactamente, existiendo entre el dueño y el poseedor de la cosa, una relación jurídica negocial o contractual de donde deriva su posesión, la restitución no puede lograrse con independencia sino a consecuencia y en virtud de las acciones correspondientes al negocio jurídico o contrato.

Al efecto, una doctrina estima pertinente el ejercicio de la acción reivindicatoria al margen de la relación contractual, ante la ausencia de texto legal prohibitivo expreso.

 
Empero, la jurisprudencia inalterada de la Corte, con razón, precisa esa postura, expresando al respecto: “La pretensión reivindicatoria excluye de suyo todos los casos en que la posesión del demandado sea de naturaleza contractual, es decir, se rija por un contrato celebrado entre el dueño y el actual poseedor. En tales casos, mientras el contrato subsista constituye ley para las partes (artículo 1602 del Código Civil) y como tal tiene que ser respetado por ellas. Entonces, la restitución de la cosa poseída, cuya posesión legitima el acuerdo de voluntades, no puede demandarse sino con apoyo en alguna cláusula que la prevea, mientras el pacto esté vigente. La pretensión reivindicatoria sólo puede tener cabida si se la deduce como consecuencia de la declaración de simulación, de nulidad o de resolución o terminación del contrato, es decir, previa la supresión del obstáculo que impide su ejercicio. En este proceso se pide la reivindicación de determinado predio como súplica enteramente independiente y autónoma. Esta pretensión no puede prosperar mientras el contrato de promesa subsista, pues ocurre que por ese contrato se transformó la posesión extracontractual del demandado en posesión respaldada por un contrato y regida por sus estipulaciones. Esta transformación se realizó en forma análoga a la de la tradición brevi manu prevista por el ordinal 5° del artículo 754 del Código Civil: el prometiente comprador venía poseyendo el fundo desde antes de celebrarse la promesa, circunstancia que hizo innecesaria la entrega de éste a aquél. Cuandoquiera que alguien posea en virtud de un contrato, es decir, no contra la voluntad del dueño que contrató, sino con su pleno consentimiento, la pretensión reivindicatoria queda de suyo excluida, pues sólo puede tener lugar en los casos en que el propietario de la cosa reivindicada ha sido privado de la posesión sin su aquiescencia. La acción de dominio es por su naturaleza una pretensión extracontractual, que repugna en las hipótesis en que los interesados han convenido en que uno de ellos autoriza al otro para poseer en virtud de un determinado contrato celebrado entre el uno y el otro’” (cas. civ. sentencia de 12 de marzo de 1981, CLXVI, página 366, reiterada en sentencia de 18 de mayo de 2004, [SC-044-2004] exp. 7076).

En verdad, admitirse la acción reivindicatoria con prescindencia de la relación jurídica contractual entre el dueño de la cosa y el poseedor, conduce al desconocimiento del acuerdo dispositivo de las partes, en grave atentado de la imprescindible seriedad, estabilidad y certeza del tráfico jurídico, dejando el vínculo intacto y sin solución.


Conformemente, cuando la fuente generatriz de la posesión es una relación jurídica negocial o contractual, su presencia excluye el ejercicio autónomo, directo e inmediato de la acción reivindicatoria en procura de la restitución de la cosa, que en tal hipótesis, únicamente puede obtenerse a través de las respectivas acciones contractuales inherentes al vínculo que ata a las partes y de la cual dimana…”

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia impugnada, en lo que fue motivo de apelación, pero por las razones aquí expuestas.

Se condenará a los demandantes en reivindicación a cancelar las costas causadas a favor del Club demandado. No se fijarán las agencias en derecho en esta sede, porque para la mayoría de la Sala debe aplicarse el Código General de Proceso que no dispone proceder en aquella forma.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR, por los motivos aquí expuestos y en lo que fue objeto de apelación, la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de febrero de 2014, en el proceso ordinario promovido por la Corporación Club Campestre Internacional de Pereira contra la sociedad Promotora y Constructora Logar Ltda. y el señor Darío Echeverry Monsalve y al que concurrieron como litisconsortes necesarios las  sociedades Promotora y Constructora del Risaralda Ltda. y Quinterval Ltda.
SEGUNDO.- Se condena a los demandantes en reivindicación a cancelar las costas causadas a favor del Club demandado. 

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



(con salvamento parcial de voto)


DUBERNEY GRISALES HERRERA

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, Mayo 24 de 2016
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  y personas indeterminadas

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 11 de mayo, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a los demandantes en reivindicación a favor del Club demandado.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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